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Observaciones al proyecto de real decreto xxx/2010, sobre 
obligaciones de visado colegial de trabajos profesionales.
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OBSERVACIONES AL PROYECTO DE REAL DECRETO XXX/2010, SOBRE OBLIGACIONES DE VISADO COLEGIAL DE TRABAJOS PROFESIONALES.

A) OBSERVACIONES DE CARÁCTER GENERAL

1. UN POCO DE HISTORIA: DE DONDE VENIMOS

La exigencia del visado colegial la encontramos por primera vez en el Estatuto de los Colegios de Arquitectos de 13 de junio de 1931. Cabe preguntarse la razón de que sólo las profesiones técnicas recurran al visado de los proyectos, en tanto que los Abogados, por ejemplo, no someten a visado ninguno de sus escritos, ni los Médicos sus proyectos de intervención quirúrgica; a pesar de lo cual no se detectan problemas graves de intrusismo y son contados los casos en los que una mala praxis afecta a la integridad y la seguridad de las personas, por cierto, mucho más clara la relación de causalidad entre una mala práctica médica y dicha seguridad.

Las profesiones técnicas, que tenían regulados por tarifas sus honorarios, cerraron el círculo exigiendo el visado colegial y delegando en los colegios el cobro de honorarios; de suerte que éstos no entregaban el proyecto visado más que después de que el cliente pagara tanto los honorarios del profesional como los derechos de visado.

Esta situación, gravemente atentatoria contra la libre competencia y que, como bien dice la Memoria (pág. 22 y Anexo 3: “no existe una figura equivalente al visado colegial en ninguno de los países europeos analizados. En todos los Estados consultados existe un control público, normalmente a través de los Ayuntamientos, que se encarga de supervisar determinados proyectos de obras, esencialmente aquellos que están sometidos la concesión de licencia urbanística. Nada se dice acerca del control de la habilitación profesional, y sí coinciden todos los Estados analizados en que en todo caso la responsabilidad del proyecto la asume el profesional”) carece de precedente en la Europa civilizada, fue objeto de una primera revisión con ocasión de la Ley 7/1997, de 14 de abril, que abolió las tarifas y la obligación de percibir los honorarios a través del colegio, sin que se produjera ningún cataclismo; pero dejó subsistentes dos rémoras: la obligatoriedad del visado y la colegiación obligatoria, que son las que ahora están en revisión por la Directiva europea.

En cuanto al visado, hay que decir que, desde siempre, el Tribunal Supremo consideró que el visado de los Colegios de Arquitectos cumplía una doble función:

a) el visado urbanístico, al que se refería el artículo 228-3 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976 y posteriormente el 242-7 del Texto Refundido de 1992. Este último, uno de los tantos artículos declarados inconstitucionales por la famosa S. TC 20-3-1997, establecía que : “Los Colegios profesionales que tuviesen encomendado el visado de los proyectos técnicos, si observaren incumplimiento de la legislación urbanística, pondrán en conocimiento de la Administración competente dicha presunción, denegando el visado” El 228-3 de la Ley del Suelo del 76 era más explícito al establecer que “Los Colegios profesionales que tuviesen encomendado el visado de los proyectos técnicos para la obtención de licencias, conforme a lo dispuesto en el art.178, denegarán el visado a los que contuvieran alguna de las infracciones previstas en el artículo 226.2” (que alude a las infracciones relativas a parcelaciones, uso del suelo, altura, volumen y situación de las edificaciones y ocupación de la superficie de las parcelas).

b) el visado colegial, al que se refiere, entre otras muchas sentencias, el TS en la S. 5-7-1994 (RJ 1994/5533) que, al estudiar cuál sea el contenido del visado colegial, dice que éste comprende los siguientes aspectos: a) identidad y habilitación legal del técnico autor (que el proyecto es de quien lo firma y está colegiado) b)observancia de los reglamentos y acuerdos colegiales sobre ejercicio profesional y c) corrección e integridad formal de la documentación integrante del trabajo. En este sentido, en reiteradas ocasiones el TS ha considerado que se trata de un “acto corporativo de naturaleza interna” (TS 27-12-1989, RJ 9841) o de “acto colegial de control de la actividad profesional de los colegiados, que en modo alguno puede invadir la competencia municipal” o “sin que el visado del Colegio profesional pueda sustituir el juicio de que ha de emitir la Administración”.

Vemos, pues, que la jurisprudencia ya había perfilado la esencia del visado, y que el proyecto que ahora estudiamos se ajusta a la misma. La única novedad es que ahora se debate la obligatoriedad o no del visado, si es necesario o no.

Esta cuestión ha quedado resuelta de hecho, ya que en distintas comunidades autónomas, como Asturias (Ley del Principado de Asturias de 8 de abril de 1987) o Galicia (Reglamento de Disciplina Urbanística de Galicia de 21 de enero de 1999) se ha suprimido, para sus respectivos territorios, la necesidad del visado urbanístico, por considerar, acertadamente, que la competencia para enjuiciar sobre la adaptación a la legalidad urbanística, o la discordancia con ésta, de los respectivos proyectos edificatorios es exclusivamente municipal, responsabilidad de los distintos departamentos de urbanismo de los correspondientes ayuntamientos. De hecho, en la práctica, el visado urbanístico no servía para nada, pues no vinculaba, lógicamente, al ayuntamiento correspondiente, que podía denegar o condicionar una licencia aunque el visado no hubiese hecho ninguna salvedad. Y no por ello en esas comunidades autónomas se ha puesto en peligro la integridad ni la seguridad de las personas. Lo que nos demuestra, sin lugar a dudas, que el visado no era necesario. 

Este hecho es extraordinariamente importante: no se trata sólo de que el mero razonamiento abstracto nos permita concluir que el visado obligatorio no es necesario, sino que tenemos la confirmación experimental de que no ocurre nada negativo cuando se suprime la exigencia del visado, como habíamos concluido.
Sin duda, esta tendencia ya se percibía en distintas sentencias del TS, como la de 30 de junio de 1992 (RJ 6097) al recordar que “la potestad de ordenación de los colegios profesionales no puede afectar a los derechos de los terceros, que no están limitados por una norma legal y sí sólo a los colegiados en el ámbito de sus derechos y obligaciones que dimanan de la sujeción especial que los vincula con los colegios”. En esta misma línea también más recientemente la S. de la Audiencia Nacional de 21 de junio de 2002 (RJ 2003/282).

Además, el reciente Informe de la Comisión Nacional de la Competencia (septiembre de 2008) va en esta misma línea de pretender una mayor liberalización de los colegios profesionales, con una serie de reflexiones muy interesantes al respecto (la exigencia del visado puede servir para “homogeneizar precios de los profesionales o entorpecer la libre competencia entre éstos”).  Copiando literalmente el último párrafo que este Informe dedica a los visados de los Colegios profesionales, señala: “Por todo ello, se considera preciso revisar en profundidad la figura del visado: su objeto, contenido, obligatoriedad, responsabilidad colegial y precio”. 
2. POSTULADOS DE PARTIDA DE NUESTRAS OBSERVACIONES: EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD.

Nuestras observaciones parten de la base de que el Real Decreto en cuestión debe respetar la legalidad vigente, tanto en su letra como en su espíritu
; entre otras normas, y sobre todo, la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales, en su actual redacción. Ley que, en su artículo 13. Visado, dice:

“1. Los Colegios de profesiones técnicas visarán los trabajos profesionales en su ámbito de competencia únicamente
 cuando se solicite por petición expresa de los clientes, incluidas las Administraciones Públicas cuando actúen como tales, o cuando así lo establezca el Gobierno mediante Real Decreto, previa consulta a los colegiados afectados, de acuerdo con los siguientes criterios
:

a) Que sea necesario por existir una relación de causalidad directa
 entre el trabajo profesional y la afectación a la integridad física y seguridad de las personas.

b) Que se acredite
 que el visado es el medio de control más
 proporcionado.

En ningún caso, los Colegios, por sí mismos o a través de sus previsiones estatutarias, podrán imponer la obligación de visar los trabajos profesionales.

2. El objeto del visado es comprobar, al menos:

a) La identidad y habilitación profesional
 del autor del trabajo, utilizando para ello los registros de colegiados previstos en el artículo 10.2.

b) La corrección e integridad formal
 de la documentación del trabajo profesional de acuerdo con la normativa aplicable al trabajo del que se trate.

En todo caso, el visado expresará claramente cuál es su objeto, detallando qué extremos son sometidos a control e informará sobre la responsabilidad que, de acuerdo con lo previsto en el apartado siguiente
, asume el Colegio. En ningún caso comprenderá los honorarios ni las demás condiciones contractuales, cuya determinación queda sujeta al libre acuerdo entre las partes, ni tampoco comprenderá el control técnico de los elementos facultativos del trabajo profesional
.

3. En caso de daños derivados de un trabajo profesional que haya visado el Colegio, en el que resulte responsable el autor del mismo, el Colegio responderá subsidiariamente de los daños que tengan su origen en defectos que hubieran debido ser puestos de manifiesto por el Colegio al visar el trabajo profesional, y que guarden relación directa con los elementos que se han visado en ese trabajo concreto.

4. Cuando el visado colegial sea preceptivo, su coste será razonable, no abusivo ni discriminatorio. Los Colegios harán públicos los precios de los visados de los trabajos, que podrán tramitarse por vía telemática.”

Los resaltados en negrilla son nuestros.

Pero no se trata sólo –que ya sería bastante- de respetar la letra de la Ley; hay que respetar también su espíritu, su finalidad, que es la de trasponer la Directiva de Servicios, que pretende eliminar las barreras a la libre competencia en la prestación de esos servicios y eliminar todos los costes innecesarios. Y, al hacerlo, tener en cuenta el interés público (hay que suponer que la Directiva sí que lo defiende), que debe prevalecer siempre cuando entre en conflicto con el interés privado, por legítimo que sea.

El interés público es que el coste se reduzca lo más posible; lo que es incompatible con la imposición como obligatorio de un mecanismo como el visado, sobre la base argumental de que es necesario para proteger la integridad y seguridad de las personas: eso es falso, porque el visado no sirve para lograr ese fin ni la regulación que tenía hasta ahora ni, mucho menos, en su regulación futura: y ello se debe a que el visado no puede entrar a conocer de los aspectos técnicos del proyecto, que sería la única forma de detectar errores o negligencias susceptibles de afectar a esas integridad y seguridad.

Por si no fuera suficiente la exigencia del examen de la legalidad del proyecto antes de expedir la licencia de obras, la ley
 añadió otra obligación: el seguro de daños del que deben gozar los edificios de viviendas. Y el mercado ha elegido la forma más idónea –y económica- de garantizar la corrección formal y material de los proyectos: el examen minucioso del proyecto, sobre todo en sus aspectos técnicos, por parte de expertos, ya sean ajenos a la compañía aseguradora (el caso más general), ya sean propios de la misma (el caso de Lloyd’s).

Las compañías de seguros pudieron optar por atribuir al visado colegial el control de corrección material de los proyectos, pero no lo hicieron, a pesar de que era un servicio que ya estaba funcionando. En vez de ello, crearon una nueva figura, el Órgano de Control Técnico,  que tuvo que desarrollarse partiendo de la nada, para garantizar que, a priori, el edifico a asegurar no presentaba riesgo. Recordemos que el seguro obligatorio tiene por objeto garantizar la reparación de los daños graves en los edificios; el art. 19.1.c) de dicha ley,  en relación con la disposición adicional segunda,1 y el art. 20.1, exige un:

“c) Seguro de daños materiales o seguro de caución, para garantizar, durante diez años, el resarcimiento de los daños materiales causados en el edificio por vicios o defectos que tengan su origen o afecten a la cimentación, los soportes, las vigas, los forjados, los muros de carga u otros elementos estructurales, y que comprometan directamente la resistencia mecánica y estabilidad del edificio.”

Es decir, los defectos que podrían afectar a la integridad y seguridad de las personas, para cuya detección las compañías han optado por el método que han visto mejor para su interés, que es evitarlos.  Parafraseando a Adam Smith, no es la benevolencia lo que ha llevado a las compañías a elegir ese método, sino la consideración de su propio interés
. Nos inclinamos a creer que es un método mucho más eficaz y seguro que el visado; y, además, no es posible obligar a las compañías de seguros a sustituirlo por el visado, de modo que para evitar duplicidad de costes, hay que suprimir la obligatoriedad del visado
.

Por otra parte, dado que el seguro obligatorio no puede obtenerse más que de las compañías privadas
, que no están obligadas a suscribirlo, no parece verosímil que renuncien a su método para evitar los defectos. De modo que para verificar los proyectos de edificación de carácter residencial (la gran mayoría) hay dos mecanismos que no se pueden eliminar: el examen por la administración pública que debe conceder la licencia de obras y el estudio por el Órgano de Control Técnico que imponen las compañías de seguros. Si, además, el visado colegial siguiera siendo obligatorio, sería no sólo redundante, sino superfluo. 
Esta cuestión, la existencia del seguro obligatorio en la edificación residencial, y del examen previo de idoneidad del proyecto, no ha sido tenida en cuenta –al menos suficientemente
- en la Memoria; lo que se advierte porque es esencial para el examen de la norma que nos ocupa.

En la polémica sobre la cuestión se han presentado diversos argumentos, casi todos falaces o, al menos, susceptibles de una lectura diferente; así, se ha postulado que los colegiados no conseguirían contratar individualmente un seguro de responsabilidad civil que amparase su ejercicio, que sólo se puede lograr de manera colectiva (lo que está lejos de ser evidente). Pues bien, como los colegiados son todos ellos titulados, lo que presupone una inteligencia ciertamente superior a la media, ya percibirán esa ventaja y se afiliarán a su colegio, contribuyendo a sostener sus gastos, sin que sea necesario obligarles a ello mediante el visado, como ocurre con las organizaciones empresariales, cuya afiliación es libre y voluntaria.
En cualquier caso, como dice la Memoria (pág. 23 y ss.), “…el visado puede seguir siendo una fuente de financiación de los colegios, igual de importante que antes, si consiguen transmitir al consumidor el valor añadido que les genera y por tanto se solicitan un buen número de visados voluntarios. No obstante, en algunos casos el visado perderá importancia como fuente de ingresos, teniendo que desplazarse la obtención de rentas a otros conceptos, como las cuotas colegiales o bien realizarse los ajustes oportunos en el funcionamiento del colegio. En todo caso, el resultado en cada caso dependerá de muchos factores que entran en el ámbito de autonomía propio de los colegios, por lo que no puede establecerse una conclusión general. 

…

No se considera que la eliminación de las obligaciones de visado que se derivan del Proyecto suponga ningún perjuicio para los profesionales. Los servicios asociados al visado como el asesoramiento o el aseguramiento podrán seguir solicitándose por los profesionales sin verse afectados significativamente por la desaparición de obligaciones de visado.” 

Es difícil resistir a la tentación de pensar que los que defienden el visado obligatorio sólo persiguen, en realidad, defender su propio interés como dirigentes colegiales y no el interés público. En cifras, el interés privado de unos cientos de personas frente al del resto de la sociedad. 
Incidentalmente, hay que añadir que no es cierto lo que se dice en la pág. 9 de la Memoria:

“Tampoco es posible no mantener ningún caso de trabajo profesional sometido a visado colegial obligatorio, ya que la Ley de Colegios Profesionales dispone expresamente que habrá casos de visados obligatorios, y mandata al Gobierno para que los establezca por Real Decreto. Por tanto, el legislador da por hecho que hay trabajos profesionales en los que es necesario y proporcionado mantener el visado colegial obligatorio, y delega en el Gobierno la decisión de determinar cuántos casos son. En consecuencia, no es posible la inexistencia de visados obligatorios.”

En el precepto al principio transcrito se dice que el visado se efectuará únicamente (carácter restrictivo) en dos supuestos: el primero, cuando lo solicite el cliente; el segundo, cuando así lo establezca el Gobierno, pero no por capricho, sino por darse un conjunto de requisitos, lo que, nuevamente, tiene carácter restrictivo. Pero lo realmente importante es que sólo se hará “cuando …”; y, si no se dan las circunstancias señaladas, como es el caso, “cuando” puede perfectamente ser “nunca”. De modo que es rigurosamente falso que la Ley disponga expresamente que habrá casos de visado obligatorio: sólo dice que puede haberlos. Tampoco en la disposición transitoria tercera de la Ley 25/2009 (Ley Omnibus) se dice semejante cosa.

Queremos señalar que el Consejo de Estado comparte nuestra opinión; como bien recoge la Memoria (pág. 20):

“Tiene especial relevancia en este ámbito el Dictamen del Consejo de Estado 2063/2009 sobre uno de los Reales Decretos Ómnibus del MITYC20 , que mantiene que “el proyecto encuentra asimismo un fundamento legal en la disposición final tercera de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, que habilita al Gobierno para dictar las disposiciones reglamentarias precisas para el desarrollo y ejecución de la ley”. 

Concluye el Dictamen afirmando que “de acuerdo con este último precepto  (artículo 13.1 de la Ley 2/1974), corresponde al Gobierno establecer  reglamentariamente en su caso la exigencia de visado. El citado artículo 13.1 no obliga al Gobierno a exigir el visado del correspondiente Colegio Profesional, sino que le habilita para ello si así lo considera necesario. De este modo, la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales, consagra una potestad reglamentaria del Gobierno que éste podrá ejercitar, sin perjuicio de los criterios que deben inspirar dicho ejercicio de acuerdo con el artículo 13.1. Al establecer la ley la potestad administrativa descrita, nada puede objetarse al hecho de que el Gobierno (a través de la modificación que efectúa el presente proyecto de real decreto) decida no exigir el visado de los proyectos de instalaciones de almacenamiento de sustancias químicas peligrosas”.
La negrilla es de la Memoria, el subrayado es nuestro. Nótese que en un caso en el que la relación entre un hipotético defecto del proyecto y la integridad y seguridad de las personas (que parece ser el pretexto en que se basa la exigencia de visado en ciertos casos que contiene la norma que analizamos) es aún mucho más clara que en esos casos y, sin embargo, el Gobierno, acertadamente, no lo exigió.
Análogamente, tampoco es cierto lo que se dice en la página 11:

“En todos estos trabajos profesionales relativos al ámbito de la edificación, además de haberse acreditado la relación de causalidad directa con la afectación a la integridad física de las personas, se ha quedado acreditado que el visado es el instrumento de control más proporcionado, de entre otros posibles, debido a que se trata de un trabajo profesional que implica una gran complejidad documental, en el que ha de aplicarse normativa compleja y dispersa (ya que se aplica el Código Técnico de la Edificación, normativa sobre seguridad y salud, accesibilidad, ahorro energético, sismorresistente, incluyendo tanto normativa estatal como autonómica), y recae en procedimientos administrativos que son competencia de Administraciones Públicas para las que el visado resulta más útil.”

Ninguna de las afirmaciones contenidas en el párrafo transcrito ha sido justificada, sino sólo enunciada. Lo esencial es que, si bien es verdad que puede haber una relación causal directa entre un mal trabajo profesional y la integridad y seguridad de las personas, no es menos cierto que el visado no es un mecanismo que permita evitar esa relación causal, ya que, por ministerio de la propia ley, el visado no puede entrar a conocer de los defectos técnicos del proyecto, que serían la única causa posible de afectación a la integridad y seguridad de las personas; de modo que el visado no sólo no es el medio de control más proporcionado, sino que ni siquiera es un medio útil de control: el concepto “control” implica detectar un defecto y poder evitarlo; y, en nuestro caso, el visado ni puede detectar ni, mucho menos, evitar el defecto, al no poder conocer de los aspectos técnicos.

La integridad física y la seguridad cabe predicarla tanto de los usuarios futuros del edifico proyectado (que es el aspecto que hasta ahora hemos considerado), como de los obreros que participan en la construcción; en este caso, el Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, regulador de las disposiciones mínimas en materia de seguridad y salud en obras de construcción, establece la obligación de elaborar un estudio de seguridad y salud, o básico, en su caso, en el que se debe contemplar los riesgos y las medidas preventivas, sin el cual el proyecto de referencia no puede ser objeto de autorización administrativa.  Con posterioridad, este estudio debe ser desarrollado mediante los oportunos plan o planes de seguridad, que deben ser aprobados por el coordinador de seguridad, lo que obvia también desde ese punto de vista, la necesidad de visar el proyecto.

Por igual motivo, la imposibilidad de entrar a conocer de los aspectos técnicos, no es cierto que el visado pueda prevenir los defectos en los proyectos de infraestructuras comunes de telecomunicación en los edificios (en adelante, ICT); en los que, además, se dan dos circunstancias que hacen que el visado sea extraordinariamente redundante y hasta ilegal: por una parte, tanto los proyectos como el certificado final de obra deben ser depositados en la Jefatura Provincial de Inspección de Telecomunicaciones; así lo exigen, en cuanto al proyecto,  el art. 8.1, último párrafo del reglamento, aprobado por Real Decreto 401/2003, de 4 de abril:

“Un ejemplar de dicho proyecto técnico deberá obrar en poder de la propiedad, a cualquier efecto que proceda. Es obligación de la propiedad recibir, conservar y transmitir el proyecto técnico de la instalación efectuada. Cuando se hayan introducido modificaciones en el mismo, se conservará el proyecto modificado correspondiente. Otro ejemplar del proyecto, en soporte informático, habrá de presentarse en la Jefatura Provincial de Inspección de Telecomunicaciones que corresponda, a los efectos de que se pueda inspeccionar la instalación, cuando la autoridad competente lo considere oportuno.”

y en lo que concierne al certificado final de obra, el art. 9.1 de dicho reglamento:
“1. Finalizados los trabajos de ejecución del proyecto técnico mencionado en el artículo anterior, se presentará, en la Jefatura Provincial de Inspección de Telecomunicaciones que corresponda, un boletín de instalación expedido por la empresa instaladora que haya realizado la instalación y un certificado, expedido por el director de obra, cuando exista, y visado por el colegio profesional correspondiente, de que la instalación se ajusta al proyecto técnico, o bien un boletín de instalación, dependiendo de su complejidad.”

La segunda de las circunstancias aludidas consiste en que, por el bajísimo voltaje de la corriente que circula por esas infraestructuras, no significa ningún peligro para la integridad y seguridad de las personas. Luego exigir el visado obligatorio sería contrario a la ley (de colegios profesionales).
De modo que no se da, tampoco en este caso, ninguna de las circunstancias que pudieran hacer necesario el visado. Y aún más: dicho reglamento exige un visado específico del proyecto de ICT por parte del colegio de ingenieros del autor del proyecto, parcial, que luego se une al proyecto general del edificio que, nuevamente, está siendo sometido al visado del colegio de arquitectos territorial de que se trate; un verdadero escándalo de escalada de costes, que el propio art. 2.2 de la norma que estamos estudiando se propone evitar, disponiendo que, de ser exigible, debe bastar un único visado.
3. SOLO ES PRECISO  EXIGIR OBLIGATORIAMENTE LO INÚTIL
Partimos también de la hipótesis de que no es necesario imponer como obligatorios los bienes o servicios que son realmente útiles: es el mercado el que los impone o los rechaza; ejemplo típico, los teléfonos móviles: a nadie se le ocurre convertirlos en obligatorios, la gente ya los demanda porque son útiles. En el caso el visado ocurre lo mismo: la Ley de Colegios Profesionales no los prohíbe, de modo que si les ven alguna utilidad, los clientes ya los pedirán; y si no la tienen, como es el caso, no los pedirán. Casos como el de la afiliación obligatoria a las Cámaras de Comercio producen sonrojo a una organización empresarial como la nuestra, de afiliación voluntaria (nuestros asociados no nos pagan “impuestos” por estar afiliados, sino “voluntarios”); sonrojo que no hace falta aumentar, con el existente ya basta.

4. LAS ACTIVIDADES EDIFICATORIAS SON SIEMPRE OBJETO DE LICENCIA MUNICIPAL

Por último, pero no por ello de menor importancia, no olvidamos que la última palabra para autorizar la ejecución de un proyecto (que hasta ese momento no es más que eso, un proyecto), para permitir que se convierta en realidad, la tiene siempre una administración pública, que la concede en forma de licencia (Reglamento de servicios de las corporaciones locales, art. 9), que es la forma de intervención de los poderes públicos en la construcción; intervención que va precedida de un examen de idoneidad del proyecto, por el que la administración en cuestión percibe una tasa que remunera, precisamente, el coste de dicho examen, con independencia de que el resultado sea afirmativo o negativo. 
Dado que para las administraciones públicas la competencia es irrenunciable, carece por completo de sentido duplicar el trámite del examen del proyecto: lo debe hacer la administración o el colegio, no ambos; lo que no obsta para que la administración a la que se le solicita la licencia emplee los medios auxiliares que considere oportunos para fundar su decisión de concesión o rechazo de la licencia; entre ellos, quizá, contratar
 la asistencia técnica que precisen, si carecen de medios propios. Dicho de otro modo, dado que es preciso costear la tasa de licencia y soportar el plazo necesario para ello, añadir controles previos es encarecer y dilatar el proceso inútilmente. 

Sobre lo anterior, no hay duda: el Tribunal Supremo (Sala 3ª), en una reciente sentencia, de 5 de febrero de 2010, recaída en el recurso de casación 4267/2007, así lo ha declarado:

“…en las tasas por prestación de servicios urbanísticos el hecho Imponible viene determinado por la realización, por los servicios municipales correspondientes, de la actividad municipal de estudio precisa para la determinación de la adecuación o inadecuación a la legalidad urbanística del proyecto presentado, con independencia del resultado de tal estudio y, consiguientemente, con independencia de que el solicitante obtenga finalmente la licencia pretendida o no la obtenga porque no se ajuste, en este último caso, a la legalidad urbanística.”
Resulta imposible creer que los Ayuntamientos renuncien a la percepción de la tasa de licencia, para sustituir esa actividad por el visado colegial, puesto que tienen que seguir pagando a los funcionarios que, ahora mismo, estudian la corrección de los proyectos. Y si no renuncian y el proyecto lo examinan por una parte el Colegio, al visar, y, por otra, el Ayuntamiento, para conceder la licencia, estaríamos duplicando costes y plazos; duplicidad que es, precisamente, lo que la Directiva quiere evitar
.

En conclusión, no hay ninguna razón que justifique la obligatoriedad del visado; por el contrario, hay multitud de razones –la más clara, su absoluta inutilidad- para eliminar no el visado, sino su exigencia como obligatorio.

B) OBSERVACIONES CONCRETAS AL TEXTO ARTICULADO.

Art. 2.1.- Procede suprimir las letras:
a.
Proyecto de ejecución de edificación. 

b.
Certificado de final de obra de edificación. 

c.
Proyecto de ejecución de edificación y certificado final de obra que, en su    caso, deban ser aportados en los procedimientos administrativos de legalización de obras de edificación, de acuerdo con la normativa urbanística aplicable. 

d.
Proyecto de demolición de edificaciones que no requiera el uso de explosivos, de acuerdo con lo previsto en la normativa urbanística aplicable.

j.
Proyecto de infraestructuras comunes de telecomunicación de  edificios.

La justificación es la que ha quedado expuesta en las observaciones generales, ya que, en el caso de las letras a, b, c y d, el proyecto, para obtener licencia de obras o para obtener la licencia de primera ocupación o, en su caso, la cédula de habitabilidad, debe ser examinado por los servicios municipales, examen que en ningún caso sustituye el visado, con lo que este último sería siempre redundante. Además, en los dos primeros casos, el proyecto es siempre objeto de examen en sus aspectos técnicos –en los que el visado no puede entrar a conocer- por un experto de los aceptados por la compañía de seguros, que sí es el método más proporcionado para detectar y evitar posibles defectos, lo que acentúa la redundancia del visado. En el caso de la letra d no se puede afectar a la seguridad e integridad de los usuarios futuros, puesto que, al ser una demolición, no los habrá, sino sólo de los obreros; seguridad que, como ya hemos dicho, es objeto de una regulación específica, que hace innecesario el visado, ya que varias personas jurídicas y físicas distintas entran a conocer de su idoneidad técnica.
Y, en el último caso, cuyos posibles defectos, aunque existan, jamás pueden afectar a la seguridad e integridad de las personas, al ser ínfimo el voltaje al que funcionan, porque, como antes se ha explicado, deben someterse, de modo expreso, a la Jefatura Provincial de Inspección de Telecomunicaciones, que sí puede entrar a conocer de posibles defectos técnicos, lo que el visado no puede hacer.
En cualquier caso, de mantener el visado obligatorio a pesar de la justificación ofrecida en apoyo de su eliminación, la letra a debería referirse al proyecto básico, que es el que sirve para obtener la licencia de obras, como establece en la actualidad el Código Técnico de la Edificación (art. 6.1.3, a y b), y no al proyecto de ejecución; mantener el texto actual –exigir el visado del proyecto de ejecución en vez del visado del básico-sería una fuente segura de problemas y de enorme encarecimiento
Art. 2.2.- En la actualidad, los proyectos de edificación se están sometiendo al visado de varios colegios: primero, los proyectos parciales (ascensor, electricidad, agua caliente, aire acondicionado, ICT, etc.), al control de los colegios de ingenieros de varias especialidades y luego, una vez unidos al proyecto general, al visado del Colegio de Arquitectos. El precepto anotado no declara el orden de prevalencia de los visados, que, en caso de ser declarado obligatorios, debería existir para la buena marcha de las obras. De modo que cebe esperar disputas entre colegios, que sufrirá el peticionario de los visados, al que todos los colegios interesados le exigirán que someta el proyecto a su visado
; de modo que si quiere evitar conflictos cuya solución demore el inicio de las obras, tendrá que afrontar, como ahora, el coste del visado de todos ellos, con el corolario de que la trasposición de la Directiva habrá sido inútil. La mejor opción es, pues, declarar que ninguno de ellos es obligatorio, por las razones anotadas en el número anterior.

Art. 3.- Este precepto es absolutamente perfecto: dado que el proyecto debe ser supervisado por la oficina de supervisión de proyectos, el visado no es necesario, ya que sería redundante. 
Esta argumentación justifica nuestra propuesta de eliminar la obligatoriedad de visado, al menos en todas las obras de edificación residencial: todos esos proyectos deben ser examinados por los servicios municipales antes de otorgar la licencia de obras, por lo que el visado sería redundante (además de ser objeto de estudio sus aspectos técnicos, que son los únicos cuya inobservancia podría afectar a la integridad y seguridad de las personas, por parte del órgano de control técnico cuyo informe, previo y durante la ejecución, exigen las compañías de seguros para emitir la póliza de seguro obligatorio).

Art. 4.- Debe replantearse, porque, aunque es muy bienintencionado, su redacción actual es fuente segura de problemas. Para verlo, basta con intentar responder a las siguientes preguntas:

· ¿A qué colegio se debe pedir el visado del proyecto de ascensor? El de arquitectos es competente para redactar un proyecto completo de edificio, que incluya ascensores; pero, aunque ninguna norma les atribuye competencia exclusiva, dicho visado suelen hacerlo los colegios de ingenieros industriales.

· ¿Cómo acreditará el colegio de arquitectos al que se le pida un único visado del proyecto global, que el ingeniero autor del proyecto parcial de instalación eléctrica está habilitado, si no es colegiado suyo? Si sólo se trata de examinar una página web del colegio de ingenieros industriales (art. 10 de la ley de colegios profesionales), eso puede hacerlo cualquiera, no hace falta que sea un colegio quien lo haga. Y, lo que es más importante, ¿querrá hacerlo?. No es una pregunta retórica: en el pasado, muchas veces los colegios de arquitectos han rechazado visar un proyecto global, si no llevaba incorporados los proyectos o estudios parciales visados por otro colegio, en los casos en los que alegaba que sus miembros eran incompetentes para redactar ese estudio o proyecto parcial.

· Y, sobre todo, ¿quién percibirá los derechos de visado, verdadero nudo gordiano del problema? Por otra parte, dudamos mucho que los colegios acepten visar el trabajo de un no colegiado, porque ello equivaldría a reconocer que la colegiación obligatoria carece de razón de ser. Lo mejor es dar al visado el mismo trato que Alejandro Magno dio al nudo gordiano: eliminarlo de un tajo.

Art. 5.2.- Este precepto carece de sentido, a menos que se diga, por norma con rango bastante –que probablemente deberá ser con rango de ley estatal- que el visado sustituye la necesidad de examinar el proyecto por parte de la administración pública a la que se somete. De no ser así, el visado sería un trámite redundante -en plazo y en coste- con la tasa de licencia por el examen del proyecto previo a la concesión de la licencia de obras; redundancia que es, precisamente, lo que la Directiva europea trata de evitar.

Art. 5.4.b.- El Código Técnico de la Edificación atribuye el Control del proyecto (art. 6.2.1 y 2) y de la ejecución de la obra (art. 7), para verificar que cumple con las previsiones del propio Código Técnico de la Edificación, a los agentes de la edificación (Proyectista, director de obra, director de ejecución de la obra, etc.), entre los que no figura ningún Colegio profesional. Esa es buena prueba de que el visado cumple una mera función recaudatoria, indigna de la protección legal, por tratarse de un mero interés privado contrapuesto al interés público de reducir costes.

Art. 5.4.c.- Este precepto es incompatible con el art. 13.2.b de la Ley de Colegios Profesionales, que prohíbe que el visado se inmiscuya en los elementos técnicos del proyecto. Debe ser eliminado. Y como su permanencia sería lo único que podría hacer útil al visado –si cumpliera, además, el requisito de ser el método de control más proporcionado, su necesaria eliminación, por imperio de la ley, exige la eliminación de la obligatoriedad del visado, por inútil para el interés público.

Disposición Adicional Única.- Su texto actual es confuso y, aparentemente, redundante con lo dispuesto en el art. 3. Quizá deba decir “En el pliego de bases de los contratos….no se exigirá que el proyecto se someta a visado colegial, puesto que basta con el informe….según lo establecido en el art. 3 del real decreto…”

Disposición derogatoria única, 1.- Al referirse a las normas de igual o inferior rango, habría que añadir: “…ya sean estatales o autonómicas, así como las ordenanzas municipales que se opongan…” 

La justificación es que son numerosas las ordenanzas municipales que hoy exigen que se les presente el proyecto básico visado, aunque nada hay en el art. 9 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955, que autorice a exigirlo (en esa época lo exigían los estatutos colegiales). 

Parece claro que, de aprobarse el real decreto que estudiamos, de rango superior al de las ordenanzas municipales, habría que entender que estas últimas quedan enmendadas en cuanto a esa exigencia. Pero como los ayuntamientos son muy celosos del principio de autonomía municipal y son 8.113, cabe esperar una pléyade de interpretaciones contrarias a la antedicha, lo que, aparte de ser fuente de un seguro conflicto, frustraría el propósito de la reforma: ahorrar plazos y costes. Como no hay que olvidar nunca el principio teleológico, la finalidad que persiguen las nuevas normas, el precepto debería ser mucho más preciso en su redacción.

C) CONCLUSIÓN

En conclusión, la obligatoriedad del visado colegial se trata de una exigencia 

-
absolutamente anticuada,

-
que nada aporta a la legalidad urbanística ni de ningún otro orden,

-
que su supresión en nada perjudica (únicamente a los intereses puramente corporativos de estos colegios o, mejor, a los de los dirigentes de aquéllos, puesto que los colegiados jóvenes están en contra), 

-
gravemente discriminatoria con el resto de colegios profesionales, que no tienen exigencias similares,

-
atentatoria al principio de libre competencia, en cuanto, en la práctica, dificulta enormemente, por ejemplo, la sustitución de un profesional por otro,

- 
gravemente entorpecedora o dilatoria en cuanto impone un trámite más, 

-
encarecedora por cuanto lleva aparejada una contraprestación económica (se la conceptúe como tasa o ingreso público de naturaleza no tributaria, como las S. de 19 de febrero de 1998, RJ 1400),

-

y en definitiva, que supone un trámite absolutamente inútil como lo demuestra el hecho de que su supresión en dos comunidades autónomas no ha producido ninguna consecuencia negativa.
Por tanto, la única propuesta razonable es declarar, en el real decreto, que no existe ni un solo caso en el que esté justificada la obligatoriedad del visado colegial; sin perjuicio de mantener el texto que se refiere a la unicidad del visado, etc.

D) PROPUESTA ALTERNATIVA
Una propuesta alternativa consiste en dar tiempo a los colegios para que encuentren fuentes alternativas de financiación o para que consigan convencer a sus propios colegiados y a la sociedad de que los servicios que prestan los colegios, entre ellos quizá el visado, si le dan otro contenido, son útiles y ventajosos para unos y otra; es decir, eliminar de raíz en el real decreto la obligatoriedad del visado (no la posibilidad de que los clientes pidan el visado), concediendo una moratoria de, por ejemplo, uno o dos años desde la publicación del real decreto hasta su entrada en vigor; en la inteligencia de que los clientes, que no son tontos, si aprecian que tiene ventajas, lo pedirán, aunque no sea obligatorio, como piden teléfonos móviles que tampoco lo son. Y si no lo piden, ocurrirá lo que en Galicia y Asturias, que han suprimido su obligatoriedad: nada (Por cierto, los colegios profesionales de esas comunidades, aunque nadan menos en la abundancia que antes, no han desaparecido; es interesante resaltarlo). 






� Respetar la legalidad, en sus propios términos, parece inexcusable, sobre todo para el Gobierno.


� El significado del adverbio no admite duda. Es de notar que los trabajos para la Administración quedarían excluidos de visado, según la norma (art. 3), ya que son objeto de examen por la oficina de supervisión de proyectos, y exigir el visado sería redundante. Pero también lo es en todos los demás casos, pues siempre hay una administración pública, generalmente un ayuntamiento, que examina el proyecto antes de conceder la licencia de obras, de modo que el visado sería siempre redundante.


� Respetar esos criterios –y no otros- es mandato de la Ley.


� Se exige una relación directa, causal, no casual: que la afectación a la integridad y seguridad de las personas sea consecuencia directa del trabajo profesional, por acción u omisión; pero el hecho de que el autor de un proyecto se olvide de mencionar en la Memoria una determinada norma de las que ha tenido en cuenta no significa que la haya vulnerado; este criterio hay que interpretarlo en relación con la frase final del número 2 de este mismo artículo: el visado no puede entrar en el control técnico del trabajo profesional. Ver notas 7 y 9 posteriores. En la Memoria, pág. 4, se dice que “esta vinculación directa no se ha identificado en muchos de los casos en los que actualmente se está exigiendo el visado”, lo que es cierto; pero eso es irrelevante: lo único que importa es dilucidar si el visado es una herramienta idónea para evitar que una negligencia profesional afecte a la integridad y seguridad de las personas; y la respuesta es negativa, por la imposibilidad del visado de entrar a conocer los aspectos técnicos.


� No basta con afirmarlo en el real decreto: hay que acreditarlo, lo que exige una justificación motivada y razonada de esa inclusión, sin que baste una mera afirmación; y esa motivación no figura en el texto de la norma.


� No se trata que el visado sea uno más de los medios de control disponible: la ley exige que sea, precisamente, el más proporcionado. Pero la ley atribuye sólo a las administraciones públicas la facultad de conceder licencias, para lo cual deben revisar la corrección, no sólo formal, sino también material, del proyecto. De modo que el visado es un trámite redundante, además de inútil. La única posibilidad legal para exigir el visado sería darle carácter sustitutivo, a todos los efectos (tasas de licencia) del examen de corrección que debe hacer la administración pública que expide la licencia.


� Si existe un registro de colegiados, la verificación de la identidad del autor del trabajo y su habilitación no exige el lento y caro trámite del visado: como esas listas deberían ser públicas (art. 10 de la Ley de Colegios), basta con comprobarlas. Como bien dice la Memoria (pág. 24), “Este Proyecto completa la configuración de un nuevo marco regulatorio para el visado colegial que potencia la libertad de elección de los consumidores, que siempre podrán seguir solicitando al profesional que someta sus trabajos a visado colegial. Además, debe tenerse en cuenta que la reforma legal ofrece a los consumidores un nuevo instrumento para comprobar la identidad y habilitación de profesional, pues los colegios deberán mantener permanente actualizado y accesible telemáticamente de forma gratuita un registro de los profesionales. Este instrumento se considera más útil y accesible para los consumidores que el trámite del visado cuando el objetivo es comprobar la identidad y habilitación del profesional.” Lo dice la Memoria, nosotros lo corroboramos.


� La integridad formal la verifica siempre la administración pública licenciadora, lo que convierte al visado en redundante.


� No puede haber ninguna responsabilidad para el Colegio, ya que jamás los daños serán consecuencia directa de un defecto en el visado, ya que los daños serán consecuencia o de infracción de norma o de negligencia (si son por fuerza mayor no hay responsabilidad); pero como el visado no puede entrometerse en los aspectos técnicos del trabajo profesional, no puede detectar si el trabajo en cuestión vulnera una norma o ha sido hecho con negligencia, de modo que esa relación directa, de causalidad, jamás podrá establecerse. La Memoria (pág. 3) así lo reconoce cuando dice: “Indefinición de la responsabilidad derivada del visado obligatorio. Por lo informado por los Colegios, hasta el momento no se ha acreditado ningún caso en el que los jueces hayan declarado responsable a un colegio  profesional que ha visado. Por tanto, no puede determinarse en qué medida el visado permite reducir la responsabilidad de la Administración en un trámite administrativo.” Y, en nota a pié de página añade: “Tan solo se ha identificado un procedimiento judicial relacionado con esta cuestión: Procedimiento de responsabilidad patrimonial derivado de la práctica de un visado por el C.O. de Aparejadores y Arquitectos Técnicos de Ibiza y Formentera ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº1 de Palma de Mallorca.” Cuyo resultado fue negativo.


� La exclusión de la posibilidad de que el visado entre a considerar los aspectos técnicos, contenida en este precepto, es compatible con la reserva de ley en la determinación de las atribuciones profesionales, contenida en la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación: el proyecto lo debe realizar un técnico, al que el Estado, al darle el título académico, declara capaz de realizar el trabajo. En nuestro ordenamiento, la única manera de imputar incorrección técnica o negligencia en un proyecto es señalar motivadamente el defecto concreto del que adolezca, lo que exige entrar en el control técnico del trabajo; y eso puede hacerlo la administración pública que lo examina para ver si es apto para obtener la licencia, pero no un Colegio Profesional: el precepto anotado lo impide. La afiliación a un Colegio Profesional no añade ningún plus a la habilitación que al técnico titulado le ha reconocido ya el Estado al darle el título. No lo decimos sólo nosotros: también el art. 3.1 de la Ley de Colegios Profesionales, ya que el único requisito para ser  admitido es tener el título.


� Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación


� “No es la benevolencia del carnicero, del cervecero o del panadero la que nos procura el alimento, sino su consideración de sus propios intereses.” ADAM SMITH, La riqueza de las Naciones, 1776.


�  Cuando se debatía la Ley de Ordenación de la Edificación, los colegios profesionales intentaron que el visado fuera suficiente para las compañías de seguros como evaluación del riesgo, como sustitutivo del trabajo del órgano de control técnico que aquéllas se proponían imponer; pero como el visado es del todo inútil (salvo como financiación de los colegios, para la que ellos estiman que la obligatoriedad es esencial, ya que como es inútil, nadie lo pediría si no fuera obligatorio), esa pretensión no prosperó.


� No se puede obtener, por ejemplo, del Consorcio de Compensación de Seguros, como el seguro obligatorio del automóvil, lo que ya de por sí es una disfunción. Equivale a otorgar a las compañías de seguros un poder omnímodo, ya que el tomador debe someterse a las condiciones que impongan.


� Aunque la Memoria reconoce (pág. 29) que “Como ya se ha señalado no se espera que la eliminación de visados que hasta ahora venían exigiéndose de forma obligatoria por normativa colegial tenga un impacto significativo sobre la seguridad industrial o sobre el medio ambiente. 


En el contexto actual el visado venía teniendo un papel muy limitado en los objetivos de seguridad y control. Los instrumentos de control sobre las actividades con riesgos potenciales para la seguridad de las personas o cosas o del medioambiente se han ido desplazando hacia otros instrumentos, como son la exigencia de titulaciones para el ejercicio de determinadas actividades, una regulación de las actividades económicas, en especial de aquellas que incorporan mayores riesgos más precisa y completa; una mayor definición de las responsabilidades asociadas a la realización de determinadas actividades y obligaciones de aseguramiento con mercados de seguros más desarrollados; un mayor papel de entidades de certificación y control; y una mayor capacidad supervisora de las propias Administraciones Públicas”.


�  Por supuesto, de acuerdo con la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, en régimen de libre competencia; dado que los colegios profesionales son organizaciones especializadas, no hay duda de que serían más baratos y lograrían esos contratos de asistencia técnica.


� Además del coste del examen por el Órgano de Control Técnico, que ninguna ley impone, pero que exigen las compañías de seguros, como antes ha quedado dicho.


� No es una mera suposición: hasta hace poco, varias CCAA exigían el pago del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales a los promotores, a los que también la Agencia Tributaria les exigía el pago del IVA en relación con los mismos contratos y le decían que recurriera las exigencias de la otra administración. Dicho llanamente, unas y otra se pegaban de bofetadas en la cara del promotor, lo que, aun siendo inconcebible, era real.


� En los últimos 25 años, el primero de los casos fue el estudio de seguridad y salud en las obras de edificación, exigido por el Real Decreto 555/1886, so pretexto de que los arquitectos no estudiaban esa materia. 
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